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REFORMAR PARA DOMINAR: LA DISPUTA POR LA DEMOCRACIA ELECTORAL EN MÉXICO

L a iniciativa presentada por la presidenta Clau-
dia Sheinbaum, en marzo de 2026, con la cual se 
pretendió modificar diversas disposiciones consti-

tucionales en materia electoral, contempló un precepto 
específico en torno a la inteligencia artificial (IA), unién-
dose así al elenco de decenas de iniciativas que se han 
presentado ante las cámaras del Congreso de la Unión 
con el propósito de regular de algún modo.2

Lo primero que llamó la atención en la propuesta de la 
presidenta es que considera necesario que fuera en sede 
constitucional en donde deba normarse una manifesta-
ción específica de la IA, opinión que, por decir lo menos, 
es cuestionable, dado que la Constitución debe desti-
narse a las decisiones fundamentales que establezcan los 
órganos primarios del Estado, las relaciones entre ellos y 
las que se fijen con la población, así como las garantías 
y controles suficientes para asegurar el ejercicio pacífico 
de los derechos y libertades básicas. 

La IA continúa siendo una cuestión compleja que carece 
siquiera de una definición consensuada (Hernández 
Ramos, 2025, p. 29),3 además de ser un fenómeno tecno-
lógico que está cambiando y desarrollándose de manera 
acelerada, por lo que siempre existe el riesgo de que una 
manifestación normativa de la misma quede desfasada 
rápidamente. Por ende, ya sea por la naturaleza de las 
disposiciones constitucionales, o por la necesidad de res-
ponder con la mayor celeridad posible ante los cambios 
continuos que se experimentan, las concesiones norma-
tivas deben reservarse a instrumentos legales y, a partir 
de ellos, reglamentarios.

La iniciativa proponía, en lo que importa, adicionar un 
nuevo párrafo segundo al apartado C de la base III del 

artículo 41 constitucional, recorriendo el actual como 
párrafo tercero. Por un lado, se proponía imponer un 
deber a los “emisores” de identificar “todo contenido 
relacionado a los procesos electorales que sea modifi-
cado o alterado mediante el uso de inteligencia artificial 
o cualquier otra tecnología”, mediante etiquetas en los
términos que estableciera la ley. Por otro, se consideraba
a las concesionarias de radio o televisión, así como a
las plataformas de servicios, como responsables de iden-
tificar, evitar la difusión y advertir sobre contenido no
etiquetado. Finalmente, se contemplaba una cláusula de
remisión legislativa a fin de que se establecieran las “res-
ponsabilidades, medidas y sanciones aplicables”.

Dado que la iniciativa fue acompañada de una exposición 
de motivos centrada en la expresión de epítetos acerca 
del movimiento que, se asegura, encabeza el gobierno 
en turno, se carecía de argumentos que justificaran y, 
sobre todo, explicaran qué peligros se pretendían evitar 
o qué estado de cosas se deseaba alcanzar. Por ello, lo
único que podemos deducir son las conexiones de las
disposiciones propuestas con aquellas que se encuentran
vigentes en el apartado constitucional en cuestión.

En función de ello, si bien los deberes establecidos, por 
un lado, para los emisores como, por otro, a las conce-
sionarias de radio y televisión, así como a las plataformas 
digitales, se encontraban relacionados con “todo conte-
nido relacionado a los procesos electorales que sea modi-
ficado o alterado mediante el uso de inteligencia artificial 
o cualquier otra tecnología”, parece razonable entender
que con semejante expresión se aludía, en realidad, a
la propaganda política o electoral, y quizás a la propa-
ganda gubernamental, porque son el tipo de contenidos
o mensajes que se encuentran regulados en el apartado
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C de la base III del artículo 41 de la Constitución. Una 
lectura que tomara en consideración la ubicación de las 
disposiciones en cuestión, así como las relaciones que se 
establecerían con las mismas, conduciría a identificar el 
núcleo duro de los mandatos constitucionales dentro de 
estos ámbitos específicos, y no tanto, como la literalidad 
podría indicarlo, con todo contenido imaginable o posible.

Ahora bien, conforme la redacción empleada en la ini-
ciativa, el deber de etiquetado que la propuesta imponía 
al “emisor” (persona que, en la lógica del documento, 
debía tratarse de alguien distinto a las concesionarias o 
plataformas digitales) la rara cualidad de ser, al mismo 
tiempo, excesivamente incluyente en relación con los 
mensajes modificados o alterados objeto de la obligación, 
como también subinclusivo o poco inclusivo respecto del 
tipo de manipulación realizada con la IA.

Efectivamente, la propuesta exigía la identificación 
mediante etiquetado de toda modificación o alteración 
realizada con IA, sin distinción alguna. Por tanto, existía 
la obligación de etiquetar en aquellos casos en los cuales 
hubiera una ultrasuplantación o deepfake, que induda-
blemente son los casos que más preocupan actualmente, 
como más adelante se abunda. Empero, dada la amplitud 
del supuesto, también se comprendía aquellos casos en 
los cuales la utilización de la tecnología se limitase a la 
edición estándar de audio o video, como cuando se eli-
minan las imperfecciones en el rostro de una persona, se 
corrige la iluminación o se aumenta la resolución de la 
imagen. En el Derecho comparado se encuentran casos 
en los que la obligación de etiquetado excluye aquellos 
supuestos en los cuales no existe el peligro de que se 
afecte la percepción de la realidad o el mensaje político.4 
Es razonable que se analice la conveniencia de delimitar 
adecuadamente el conjunto de supuestos de hecho que 
requieren ser regulados, para no generar conflictividad ni 
trámites innecesarios.

Por el contrario, como el deber de identificar mensajes 
se encontraba condicionado a que hubieren sido objeto 
de manipulación o alteración, se dejaba fuera a un con-
junto relevantísimo, constituido por aquellos casos en los 

cuales el mensaje o contenido es generado íntegramente 
mediante inteligencia artificial (López Ayllón, 2026).

Ciertamente, sería posible una conclusión distinta, aten-
diendo a cómo funcionan los modelos de IA que generan 
nuevo conocimiento a partir de los medios convencio-
nales o de información existente, mediante su aumento 
(augmentation) y el empleo de algoritmos que predicen 
las apariencias más probables de imágenes o muestras 
previas. Por ejemplo, en 2019 investigadores de NVIDIA 
lanzaron un sitio que presentaba retratos superrealistas 
de personas que no existían, pero que no era posible 
distinguirlos de imágenes que retrataran personas de 
carne y hueso, a través del empleo de lo que se conoce 
como “redes generativas adversariales” (Sinnreich y Gil-
bert, 2024, p. 39). Lo que significa que incluso los con-
tenidos generados integralmente mediante IA suponen, 
de algún modo, la alteración o modificación de datos o 
información real previamente existente. Con todo, es 
altamente improbable que sobre este entendimiento 
técnico se hubiera construido la redacción de la dis-
posición propuesta, máxime si se considera que en las 
legislaciones de otros países normalmente se distingue, 
de manera explícita, la generación de la alteración o 
modificación (sustancial).

Al margen de lo expuesto, lo verdaderamente deficita-
rio de la propuesta de regulación en materia de IA en 
la iniciativa de modificaciones constitucionales en mate-
ria electoral es la ausencia de una visión comprensiva 
del fenómeno en el cual se encuentra inserta dentro del 
debate político.

Como mencionamos, la propuesta se centró en la altera-
ción o modificación de “contenidos”, esto es, de imágenes 
o audios, por lo que parece claro que la preocupación del 
gobierno federal es la circulación de mensajes que dis-
torsionen la contienda con información falsa o, al menos, 
inexacta, que alimenten narrativas a favor o en contra 
de partidos políticos o candidaturas. En el centro de este 
fenómeno se encuentran los deepfakes, que, para algu-
nos, son una especie de “robo de identidad”, en la medida 
en que con la utilización de herramientas de IA se crean 

	 4	 Véase el artículo 50, apartados 2 y 4, del Reglamento (UE) 2024/1689 por el que se establecen normas armonizadas en materia de inteligencia 
artificial, así como el artículo 9º-B, §2º de la resolución número 23.732, de 23 de febrero de 2024, del Tribunal Superior Electoral de Brasil.
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falsas representaciones de las personas, en ocasiones 
celebridades famosas o figuras políticas, pero igualmente 
de gente común y corriente (Swan, 2024, p. 199). El ori-
gen de la acepción varía según la fuente que se consulte. 
Para unos, proviene de la combinación de las expresiones 
inglesas deep learning (aprendizaje profundo) —que es 
un método de aprendizaje automático/automatizado que 
utiliza redes neuronales artificiales— y fake, falso (Block, 
2023, p. 5). En cambio, para otros el vocablo se remonta 
a 2017, cuando un usuario anónimo con el identificador 
“Deepfakes” lanzó por primera vez un programa infor-
mático, de código abierto, en la plataforma Reddit. El 
software permitía a los usuarios asignar libre y fácilmente 
cualquier foto de una cara a un videoclip del cuerpo de 
otra persona (Sinnreich y Gilbert, 2024, p. 39).

La dificultad de su regulación radica en que, en sí mis-
mos, los deepfakes no son ilegales. Como cualquier 
herramienta o instrumento, su licitud se encuentra en el 
empleo que recibe. Así, los deepfakes pueden ser usados 
con el fin de detectar, prevenir e investigar o enjuiciar 
delitos; ser utilizados en el campo de la investigación y 
los tratamientos médicos, y, en no pocas ocasiones, ser 
el instrumento a través del cual se ejercen las libertades 
de expresión y de creación artística (Jiménez-Castella-
nos, 2025, p. 155). En los últimos años, los deepfakes se 
han empleado igualmente como importantes instrumen-
tos de propaganda, extremo que ha llevado a analistas 
tecnológicos y políticos a enfatizar que el aumento de 
este fenómeno conlleva un peligro mayor, a saber, ya no 
que la ciudadanía los asuma como ciertos, sino que debe 
ahora preguntarse si los videos verdaderos no son falsos 
(Sinnreich y Gilbert, 2024, p. 127).

Es, precisamente, el entorno en el que operan los deep-
fakes lo que hace necesario que cualquiera que sea la 
estrategia que se instrumente a fin de evitar sus efec-
tos nocivos en el debate público, particularmente durante 

los comicios, no los considere en su individualidad, sino 
como parte de un fenómeno más amplio, fomentado por 
un entorno social en el que prevalece el “sentismo”, que no 
es otra cosa que la ampliación del “campo semántico de la 
palabra sentimiento en detrimento de otras palabras como 
el pensamiento o idea, más precisas y con más posibili-
dades cognitivas” (Cembranos, 2026, p. 11). Una cultura 
política caracterizada por las emociones y desvinculada de 
los hechos ha conducido a que se privilegie la transmisión 
de relatos no necesariamente sustentados en hechos o 
de forma objetiva. Es el campo de la desinformación, que 
echa mano de distintas técnicas: la distorsión de infor-
maciones reales, su presentación de forma sesgada, la 
suplantación de fuentes de información, la manipulación 
de imágenes y/o sonidos (los deepfakes), empleo des-
contextualizado de datos, las teorías conspirativas, entre 
otras (Sánchez Muñoz, 2020, p. 28).5

En segundo término, cualquier modelo que se adopte 
para afrontar el empleo de la IA debe ser respetuoso de 
la libertad de expresión y del Estado de Derecho. Ello 
implica, de un lado, que las restricciones que se impon-
gan a los emisores o distribuidores de contenidos genera-
dos o modificados mediante IA no inhiban indebidamente 
el discurso público ni constituya censura. De otro, que la 
valoración de si ciertos mensajes deben o no ser suspen-
didos parece más una tarea de los tribunales, que de las 
concesionarias o plataformas digitales.

En suma, la iniciativa de la presidenta Sheinbaum revela 
tanto la urgencia de regular el empleo de la IA en los pro-
cesos electorales como los riesgos de hacerlo de manera 
apresurada, fragmentaria y en sede constitucional. Una 
regulación eficaz en esta materia requiere una visión 
comprensiva que contemple no sólo la alteración de con-
tenidos, sino también su generación íntegra mediante IA, 
y que enmarque ambos fenómenos dentro del problema 
más amplio de la desinformación. 

	 5	 La relevancia de la IA también se extiende al empleo que se hace de la tecnología para maximizar los efectos de las campañas de convencimiento 
con la explotación de la ingente cantidad de datos (Big Data), que se obtiene del entorno digital en el que ahora nos desenvolvemos. La micro-
segmentación de la publicidad, como ocurrió con el Brexit y el caso Cambridge Analytica, forma parte de las estrategias electorales de partidos y 
candidaturas (véase Presno Linera, 2022, p. 70).




